
161 

CoNSIDERACIONES GENERALES SoBRE EL ARTICULo 1 DE 
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POR BRASIL Y URUGUAY 
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L CONSIDERACIONES PREUMINARES 

Sit:,ruiendo el cronograma propuesto para la discusión en el Foro de los arts. 1~4 del 
PLM, enviamos nuestros comentarios. En relación con la protección de los consumidores, 
consideramos que no se justifica limitar la reglamentación a los aspectos del derecho aplicable 
sino que, por el contrario, somos partidarias de nna reglamentación conjunta de las cuestiones 
de jurisdicción y derecho aplicable, teniendo en cuenta que la primera preocupación para un 
consumidor que tenga razones para iniciar una dem31lda es contar con un juez que sea 
competente para entender en el caso. 

IL MODELOS PARA DEFINIR LA FIGURA DEL CONSUMIDOR 

El término "consumidor" no es w1 concepto que pertenezca originariamente al 
ámbito jurídico sino que, por el contrario, se emnarca dentro de la esfera socioeconómica. Sin 
embargo, el derecho lo ha tomado prestado para caracterizar ciertas relaciones jurídicas que 
merecen protección debido a que las partes que la confonnan se encuentran en situación de 
desigualdad.1 Las legislaciones brindan diferentes calificaciones de contratos de consumo y 
de consumidor, siendo el contenido material de las definiciones muy variable. 

En una primera aproximación al tema puede apreciarse una noción amplia de 
consumidor y una más restringida. Desde la primera, el consumidor es asimilado a la figura 
del adqulrente y tal noción es utilizada por aquellas legislaciones cuyo objetivo es la protección 
preventiva del consumidor. Desde la segunda, los criterios para calificarlo se dividen y 
encontramos que se define al mismo como aquel adquirente que satisface un uso privado, 
familiar o doméstico, o que la actividad que lleva a cabo no es profesiona.F. 

Professoras Foro de Expertos en !Tll\teria de protección de consumidores par~ h prepuraclón de la CID1P VIl (OEA) 
FE. DE LA ROSA, La j>mfet't!Ón de k,- cmnumta'orrsen t! Jli&!Tado wtenorexmpe·?, Granada, Comnes, 200:3,pp 44- ss 
FE. DE L.t\ROSA (not&i),p 45 
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L,a vastedad del derecho intemacional privado- y de las normas nacionales de fuente 

in tema- conlleva indefectiblemente la posibilidad de opiniones discordantes, siendo entonces 
necesario valorarlas para intentar que el resuhado final sea el reflejo de una amplia coincidencia 

en los ejes estmcturales del sistema. Consideramos necesario i11duir en el texto que se adopte 

una calificación de consumidor, más allá de la extensión que se asigne a tal concepto. En esta 
línea, puede resultar útil tener una visión comparatista de la definición de consumidor. 

l. CONVENCIONES Y PRINCIPIOS 

A) CONVENCIÓN DE LA HAYA DE 1955 SOBRE LEY APLICABLE A LAS 
VENTASDECARÁC'TERINTERNACIONALDEOBJETOSMUEBLESCORPORALES 

La Convención de La Haya de 1955 no efectuó ningún tipo de distingo según que las 
ventas fueran generales o destinadas a consumidores. 

B) CONVENCIÓN DE VIENA DE 1980 SOBRE COMPRAVENTA 
INTERNACIONAL DE MERCADERÍAS 

La Convención de Viena de 1980 sobre compraventa intemacional de mercaderías 
excluye expresamente de su ámbito de aphcación las compraventas de "mercaderías compradas 
para un uso personal, familiar o doméstico" (art. 2.a); es decir que, ateniéndonos al uso 
atribuido al bien que se adquiere, estaríamos en presencia de un contrato de consumo donde 
a la mercadería se le darla un uso no profesional. Se advierte entonces que el criterio de 
exclusión es subjetivo ya que no reside en la calidad o la naturaleza de las mercaderías vendidas, 

sino en el fin perseguido por el comprador en el momento de la operación. La exclusión del 
art. 2.a) in fine de la Convención juega a menos que "el vendedor, en cualquier momento 
antes de la celebración del contrato o en el momento de su celebración, no hubiera tenido ni 
deb:ierahabertenido conocimiento de que las mercaderias se compraban para tal uso". Dicho 

de otro modo, la Convención se aplicará a compraventas de consumidores cuando tengan la 
apariencia de compraventas comerciales, a pesar del propósito del comprador de destinar las 
mercaderías para su uso personaL De esta forma, es el comprador el que debe informar al 

vendedor cuál es la finalidad especifica que busca con el contrato ya que, si no lo hace, cabrá 
presumir la aplicación de la normativa de la Convención salvo, claro está, que el vendedor 
haya sabido o tuviera que saber (antes o al tiempo de su conclusión) que la mercadería se 

compraba para un fin privado. J\hora bien, la carga de la prueba pesará sobre aquella parte que 
invoque la aplicabilidad de las disposiciones de la Convención; por lo general, será el comprador 
que es quien pretenderá que se le aplique una nonnativa que favorezca o proteja sus derechos 
como consumidor. 3 

L. FERNÁNDEZDE U\ G..-\I·'ID/ill..A_j A-L CALVO CARA VACA, "Elconlmto de compmventR intemitcionaldemetcandas", 
en: A-L. c~.lvo CHaVilCH / L. Fern:indez de la Gúnd~ra (dits.) / p Blru1CO·Momles Lnnones (coo:t:d.), Cr;niYaiN i;¡fer!laCIOI!aks, 

MRdtid, Tecnos, 1997, pp 148--149. Seúala Audit que S! bwn es C!Hlo que en el cll.so nom1~.\ corresponde demosrmr al comprador 
que deccuab:J. h comp(ll.)lll!it \U) uso doméstico (esta prueba pod1~a resultar de circunsl:mcws i.:tles como la nntumleza del 
obj~to, cantidad comprada, domicilio de entreg:J., etc.), por el contrario, será el vendedor qulen, 1leg¡¡do el mso, deberá pwb:J.r 
que ig:nomba el fm pet-seguldo por el comprado[ a fin de dej:J.r de k do h :1plic:J.ción de ias misrruts :reglas E'l.l beneficio de las de 
la Convención de Vicn:L 13./\UDI'I; La coJrprawnM mffrfla>wnaJde men:aderia;, (trad ), Buenos Alres, Zav~lía, 1994,p. 35. 
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C) CONVENCIÓN DE LA HAYA DE 1985 SOBRE LA LEY APLICABLE A LOS 
CONTRATOS DE COMPRAVENTA INTERNACIONAL DE MERCADERÍAS 

La Convención de L .. a Haya de 1985no se encuentra vigente ya que requiere que cinco 
países la hayan rati:ficado4

• Esta Convención excluye las ventas a los consumidores en el art 
2 inc. e, utilizando una fórmula similar a la de la Convención de Viena de 1980. 

D) PROYECfO DE CONVENIO DE LAHAYADE 1980 SOBRE LEY APLICABLE 
A CIERTAS VENTAS A LOS CONSUMIDORES 

El art. 1.1 del Proyecto de Convenio de La Haya de 1980 sobre la ley aplicable a ciertas 

ventas a los consumidores combina el uso personal atribuido a los bienes comprados 
("bienes muebles corrJorales adquiridos primordialmente para uso personal, familiar o 
doméstico) con la actividad llevada a cabo por el vendedor de tales bienes, actividad que se 
caracteriza por su naturaleza profesional ("actúa en el curso de sus negocios o profesión')." 

E) PRINCIPIOS DE UNIDROIT SOBRE LOS CONTRATOS COMERCIALES 
INTERNACIONALES 

En el comentario al art. 1.1 ~que sefíala el propósito de dichos principios- se excluyen 
las tonsumer tran.rattionJ, poniendo fuera del alcance de los Principios dichos contratos. 

2. ÁMBITO EUROPEO 

A) CONVENIO DE ROMA DE 1980, CONVENIO DE BRUSELAS DE 1968 Y 
REGLAMENTO 44/2001 

En el ámbito europeo, el artículo 5 de la Convención de Roma de 1980 sobre ley 
aplicable a las obligaciones contractuales se refiere a los "contratos celebrados por los 

consumidores" y establece en el inciso 1 que "el presente artículo se aplicará a los contratos 
que tengan por objeto el suministro de bienes muebles corporales o de servicios a una 

persona, el consumidor, para un uso que pueda ser considerado como ajeno a su actividad 
profesional, así como a los contratos destinados a la f111anciación de tales suministros". 

A los efectos de la aplicación del Convenio de Roma, quedan afuera de la categoría de 
contratos de consumo los contratos de transporte y los contratos de suministro de ser-vicios 

H~tst~ el momento, los Umcos paises mtificantes son Argentino. ~cy 23_916} yRepúbhca de Moldovo. 
V é:1se 1\ VON MEHREN, "l":lW applico.ble to certain consumer s8.les", Texts adof>t!:d /:;; tht Four!mdli J cssion and I:3x_Pia,afv~) 
Rpor!:, The Ihgue, Bureau Pennanent de la Conférence, 1982, pp. 6 ss. Debe tenerse presente que la ideA. central del Proyecto 
de La Hay~ fl10 que el tr~ttamlento ¡urídico de rebnon.es entre iguales no podÍ:l ser igual a la reguhción de las rel::tciones entr~ 
sujetos diferentes. Así, d Pwyecto se estructuraba sobre: ~uronomía de la vohmtad (:1-rt. 6. 1), pero )¡\ley elegid~ por bs partes 
no podi11 priv~tr ill consumidor de h protección que le asegunbmt l~s nollll.!l$ ímperahVfl.$ del pais de su re$1dencia habitu~l (art 
6.2)- Las c-ondicioues sobre la ex:istcnci~., Vi\lidez y forma del comenümtento erll.n regidas por el derecho d~ la residencia 
habitual del consumidor (itrt. 7) V éo.se C. LHviA Mi\RQUES, "/\ proteyiio do consunlidor· ~tspectos de direito privado regiona.l 
e genll", CrmaF de Oenrbo mtr:.rnanona/, Sen e temitica, voL I (Part<c· 2): El Derecho intertH\C!oncl pciv~tdo en !as Américas (197 4-

2000), W~shmgton,D.C, Comité Jurídico lnrcumericano- Secretaría General, OEA, 2002,p. 1524 y A. BOGGir\_l'"-.]0, "The 
contríbution ofrlw Hague Conference to the Developmem ofPrivale Inrernal!onal Law in Latín .A..merim", R.emd a'ec· Cours, 
1992-1993,pp 138-139 
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cuando estos últimos deban prestarse al consumidor, exclusivamente, en un país diferente 

de aquel en el que tenga su residencia habitual Sin embargo, cabe precisar que resultan 
incluidos aquellos contratos que, por tm precio global, comprendan prestaciones combinadas 

de alojamiento y transporte. 

El texto del Convenio de Bruselas relativo a la competencia judicial y a la ejecución de 

resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (art. 15) establece una jurisdicción especial 

para los contxatos de consumo teniendo como objetivo proteger al consumidor como parte 
débil. Sin embargo, la definición que brinda de contrato de conswno y de consumidor ha 

sido juzgada como poco clara e incompleta ya que se limita a referirse a "contratos celebrados 
por una persona para un uso ajeno a su acüvidad profesional'', y nada dice sobre la condición 
del cocontratante ni acerca de las apariencias que pueda dar el consumidor al adquirir el bien 
o contratar el servicio. Tal como lo señala Esplugues j\.'fota, "ello puede dar lugar a una cierta 

ampliación de la noción de consumidor, aunque es susceptible de desvirtuar la razón úl1ima 
de incotporación de este fuero especial: la voluntad de protección de una parte débil"6

• 

En la definición de consumidor que brindan los Convenios de Roma y de Bmselas 
resulta necesario advertir que la referencia ala actividad profesional no lo es a titulo de den1ento 

adicional, sino que forma parte del recaudo relativo al uso del bien o servicio objeto del 
contrato. La estrecha vinculación que existe entre ambos textos y su finalidad común con 
respecto a los contratos de consumo han llevado a seúalar que el concepto de consumidor dado 

por el Convenio de Bruselas -e intetprctado por el T'ribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas- debe trasladarse al Convenio de Roma'. La dcEnición que brinda el derecho 
comunitario no es única sino que, por el contrario, de acuerdo al sector específico de protección, 

ha sido moldeada; de ahí que no exista coincidencia total, por un lado, entre los conceptos en 
todos los casos y, por otro, con el contenido por el Convenio de Bruselas. Sin embargo, se ha 
seilalado que "la calificación de este convenio posee m1 alcance general ya que el mismo ha de 

servir, a modo de plataforma procesal, al ejercicio de las acciones que concede al consmnidorel 
derecho comunitario sustantivo. Esta circunstancia hace recomendable que el concepto de 
consumidor empleado por el Convenio de Bruselas sea amplio, al objeto de dar cobertura a 
todos los 'consumidores' definidos por los distintos textos de esta política comunitaria"8

. 

C. ESPLUGUES.lv!OT A. "El acceso de ios consumidores ah JUsLicw en la Unión Euwpe,t: órgJ.Jws junsdJccionflles y arbitrales", 
Du~Ú,n°1,2000,p 40 
Así, Gl\lllano y Lagarde sdhlan c¡ur el concepto de contr~lo celebrado por consunlldor corresponde al de la norma del art 
13 del Convenio de Brusrlas y que debe inrerprelat:w a la luz del objetivo 1wrs0guido que es la protección de 1:1 pnte más débii 
y e\¡· mnformidad a otrus illstmmenlos intemll.ciom!les que tiene11 los mismos fmes Ahora bien, el p:n?.lchsmo enlrc los 
CO!lVP!lJOS no impide reconocer que eXIsten aigunas dit<crencias; así, por ejempln, ambos convenios prete11den brin(Llf ,¡J 

comumidorla protección del país de su residencia habitual o doul!cilw, pero tment~:as el Convenio de Roma lo consigue de 
JU<Ul!·H directa hRc1c11do prevalecer las no mus unpemtívll.s del paí~ de la resideucia habitual del consumidora]~ ley clegtda por 
]~ partes, los arts 13 y 14 del Convenio de Bruselas sólo ofrecen mu ~ltemativa al consumidor, permitiéndole que ejHettQ la 
acciÍl!l :tnte los jueces del p~ís de su domicilio. Por olm pnrl·c, el Convenio de Roma deja eJ1 claw que la protección debe d~rse 
al cons1unido1: p~<Sivo, mientras que e11 el Convallo de Bmselas la protecci6n se oto1:ga al consumidor solan1e11le S! €1 cocontrll.ffinrc 
de é~te llene su domicj!io en un Estado miembro_ Véase:tvL GIULIA_i'\;0 /P. LAG ARDE, "Informe relativo ~1 convcmo sobre 
1~ ley ¡tp\¡cable a las obhgaqoneo contntctuales", I)CJCE, 11/12/1992, n° C 327, P- 21 
FE DE L;\ROSA {aot~ 1), p. 57 
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El arL 15 del Reglamento 44/2001 define al consumidor, enfatizando el carácter no 
profesional o no comercial de la actividad del consumidor9

. 

El :interrogdtlte guc surge a continuación es si el concepto de consmnidor induye solamente 

alas personas fisicas o si, por el contnui.o, alcanza también alas personas jurídicas. Las opiniones 

aquí resultan divididas. Con relación al Convenio de Roma, Virgós Soriano sdiala que parecería 

lógjco limitar la protección del art 5 alas personas física<; pero tal calificación no debería excluir la 
aplicabilidad del derecho protector a las personas jurídicas en aquellos casos en que el derecho 

nacional indicado por la norma de conflicto extienda su tutela sobre dichas personas de existencia 

ideaf 0
. Según Carilla Pozo, la utilización del término genérico "pnsona" en el art. 5 del Convenio 

de Rmna, el art 13 del Convenio de Bmselas y el art 15 del Reglamento 44/2001 abriría la 

posibilidad de incluir en el concepto de consumidor tanto a las personas fisicas como a las 

jurídicas':. En el mismo sentido de la Rosa señala que, en su opinión, la extensión de tutela a las 

personas de existencia ideal resulta congruente con la finalidad y razón de ser de la protección que 

inspira al C_.mwenio de Roma y al de Bn1selas. En h misma posición y con mu argumentación 

jurídicateleológica se pronuncia [\tloveros 12
• en argumento que refuerza esta línea es el hecho de 

que las legislaciones europeas incluyen a las personas jurídicas entre las que merecen protección y, 
si bien es cierto que algunas directivas comlmitarias en materia de consumo limitan su ámbito a 

los conswnidores-personas físicas, ello no debería ser un obstáculo insalvable para incluir a las 

personas jurídicas ya que la finalidad de las disposiciones de Roma y de Bmselas es diferente 

respecto de la annonización material del derecho del consumo1 3• 

V é:tse ei trab:t¡o de B AÑOVEROS, "Restncrions on JurisdKlion Ci:tuses m Consmuer Contr:JCts within lhc Emopean UJ)1ü!l", 

Rei. NIT: dr. cM.c, n° 1-2, 2004,pp. 77-153, especialmrJlle en este p1mto, pp 85 .. 98 definición de "consumer"W¡thin /l.rl. 15 BlR sonw 
intc1pretativeissurs~ y los comen!~oos de [os casos "'J('"7ei!Bed:mnd r.PaulC!t KG", "Bemnc<JJ'a d)entd.b .. d Sn"'J ".\'bemwn Lebmali 1--!'u!mi! 

Jn" r .. ·TV13'' [En el asunto Benincasa se sostuvo que "porlo que se J:diere al concepto d€ consumidor el pármfo 1 del nt. 13 del 
ColJVemo define a éste como lllla pcrso11a q<w 'lXlÍut «pr.ra m1 uso qne pudw1:e considerarse ujeno ~ su ~criv1dad profeswnal» 
Seg(m 1urispmrlenna n•Jteud~, del tenor y de la función de esta d1sposición result:t qtle ésl'a sólo se refiere nl consumiOor iiJl~l 
pnvado que no p~Lilcipe en actividades conwrcwles o profesi01ulco (sentenna Jhcrwrrm úbmati I----lu!tOII. illlles citada, rlp~rtados 20 
y 22). De lo ~nlenormente rxpuesto se deduce que, p;tt;t detemlinar si un~ p01:sona actÚH en olidad n~ consunlidor, concepto 
que debe interprel!!t--se de fom1a restncnva,lw.yque referirse il. la posKión de estil. pt'rsona e11 m1 contr<1to derernllwtdo, en relación 
con la Wltllm)cz;t y h ünalidad de éste, y no a la situac1Ón sub1eliva de dKha person~- Como acertadamr.11te seiialó el Abogado 
General <'ll el punto 38 de sus conclusiones, una misma personil. puede sercoJ!S!der~da comumidor respl'Clo ~ óerlRs opemnones 
y operador económico respecto a otms. Por consiguiente, bs disposiciones protectoG\S del consum¡dor como parte considemd~t 
econÓmKil.ment0 tmís débil sólo cnglobruJ!os contratos celebrados p:tm s~tisbcer lr>.~ propias necesidades de consumo priv:tdo 
de un individuo. L~ pwtecnón partin1iar qt1e estas disposiooncs pretenden no se justifica en el caso de contmtos cuyo objeto 
es mm actividad profesional, :mnque ésta se prevea pam tlll momento posterior, d~do que el canictrr ti.1turo de \Ul_R r,ct!vidad no 
~feCI;l en n<1.d:t il. su nal11ralez~ profesionaL Por lanto, es confomw con lit letra y d espíritu, BsÍ como con el objetivo de las 
disposmones cons,der,td:ts, a!imlil.r que clrégi.mo<¡nttJ<:uhr de protección que éstil.s in!rodnccn sólo se refiere a los contratos 
celebrados fuers e llldepe11d1entenwnte de cualquier M:tivid:ld o finalidad proh·sional, actml o f-umm Procedr, pues, responder 
n la primera cuestión que el párrafo primero del artículo 13 y el p:irmfO pnmero del ~tttículo 14 del Convenio deben interpretarse 
en d sentido de que el demandante que ha celrbril.do llll contrato p~n d ejerciCio <le \lml actividnd profesioml no actmU, smo 
fl:tura, no puede considerar:.<>econ$mr,ídor."] Asimismo, véase A. LÓPEZ,T/ili.RUELLA, "Cross-BorderDtsputes on On-lme 
Consumer Contmcts in !he Europe~n Union_ TI1e Brussds Conventwn, the B1ussels repll~11on :tud the rok of Altemative 
Dispute Rcsolutwns Systems",/&m7i ]--Jet 

M VIRGÓSSORII'INO, ')\ft 10 '~"cmclc ci',(fimmk=' dcCC4dC'c,dá6(~,l''¿'"""'d'im!C, I, vol. 2,Madrid,Edersa, 1995, p. 670 
L. F CJlRILLO POZO, "Comentll!)O ill il.rL 13", en: A~L. C¡¡Jvo C:trRVKR (ed.), Co!lleniarwalC..Otncmo do Bn&/asre/r;¡liwa la mmpekncta 

j1id!i741.}" la g'emc0JI de f"!'SO!utl(li!ffjlid!cldM!iii nJateria <m(}· mm-antll~ R-ladnd, Universidad c~rlos liT, P- 279 
B AÑOVEROS(nota8),pp 97-98 
Véase FE. DEL\ ROS/1. (not1'l),p 59 
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ll) LA NOCIÓN DE CONSlJMIDOR EN LAS DIHECTIVAS COMUNITARIAS 

Diversas son las defu1iciones que se han dado sobre el ténnino "consumidor" en las 
directiva.'> comwútarias. Una noción ::n11plia aparece C11laResolución del Consejo de la Comunidad 
Económica Europea de 14/04/1975 que prescribe: "( ... ) en lo sucesivo, el consumidor no es 

considerado ya solamente como un comprador o un usuario de bienes o servicios para un uso 
personal, familiar o colectivo, sino como lUla persona a la que conciemen los diferentes aspectos 

de la vida social que pueden afectarle directa o indirectamente como consumidores''14
. 

La mayor parte de las directivas comunitarias de protección de los consumidores 
tienen una calificación de consumidor, pero lo cierto es que dichas definiciones no coinciden 
en todos los casos, razón por la cual para aplicar cada uno de esos textos es necesario tener en 
cuenta el concepto que brindan:". Así, hay algunas que poseen una cali6cación muy amplit~ ya 
que su objetivo es incidir sobre la correcta fabricación y comercialización de los productos y 
servicios (Directiva 85/374/CEE sobre responsabilidad derivada de los productos 
defectuosos 16

, Directiva 84/4 50/ CEE del Consejo de 1 O/ 09/1984 relativa a la aproximación 
de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en 

materia de publicidad engat1osa17
), mientras que otras -las relativas a la protección contractual 

de la parte débil~ suelen definir al consunlidor teniendo en cuenta el desequilibrio que f,rtnera 
la contratación entre profesionales del comercio y aquellos que no lo son; dentro de estas 
últimas, hay algunas que califican al consumidor desde un punto de vista material o fáctico 

como ''la persona que actúa de hecho con una finalidad ajena a su actividad profesional":", 
mientras que otras lo definen de modo abstracto como "la persona que actúa para un uso 
que pueda considerarse como ajeno a su actividad profesional'' 19

. 

En líneas generales, las directivas consideran como consumidores a las personas 

fisicas y por ende quedan fuera del ámbito de protección las personas juódicas2u. La protección 

V éasc aounismo la definición de constll:llldor "en ocnndo est.ncto" d>tda por R t<íuguillo en el traba¡ o de/\.. KEMELMAJER 
DE C\RLUCCI /M" J. TAV.lliO DE.A.REDES, "La protrcCJÓn del consumidor e11 el derecho wmpr.:rado",DC. r/' 1, 199L 
pp.ll-12 
Segu¡remos >tquiladescripción de F. E. DE LA ROSA (nota 1),pp 60 ss 
Esta DirectiVa consider>t que el contrato de constUTlO e8 aquél en el que el b1en ildquirido se desr.in.ll a un uso personal, familiH 
o doméstico; AsÍ, el ~dqu¡~:ente es tul consunudor fmal. Para que sE' aplique estit normMiva no reviste importancia que el 
comprador ilctúe a tít1üo profesional o a tínl.lo particular Se protege al ciudadano o diente frente a Jos peligros que lleva 
:cparejad~ b ulila:cción de productos déectuosos 
Est:tDlrecl:iVA no sobmenre protege !<los consumidores, sino qu~ extiende su :ímbito de protección !<las personas qne ejercen 
una actrvid!ld comercial, iadustrutl, 8r\"esm1.al o liberal, incluyendo !<las persona" jurídicas 
VértSe, por ejemplo, el art. 2 e) de li-t Dir.ettivi-t 98/6/CE del Parhmento Europeo y del Col¡sejo de 16/02/1998 relativa(\ la 
protección de los constu11idores en materia de indicación de los precios de los productos ofrecdos a loo comumtdores 
V é!lse· art 2 de la Direcl:iva 94/47 /CE del Parlamento Ew:opeo y del ConseJO de 26/10/1994 relatrva a la protección de los 
!ldquuentes en lo ¡·et'erente a detemuJJ~dos asprcl"os de los contratos de adquisición de un derecho de uiJhZil.CJÓn de inmuebles 
en réginKn de tiempo compartido 
'l émse. art. 1. 2 il.) de laDmcct!v>t 87 /102/CEE del ConseJO de 22/12/1986 relanv« a haproxim"'ción de las disposicwnes lcgiles, 
reglamentarias y administrativas de los EsGtdos nllembros en milteria de crédito al connll"llO, art. 2 e) de \:J. Directiva98/ 6 /CE 
del Padmnento Europeo y del ConseJO de 16/02/1998 rdariva ala protección de los comUJTlldores enlll.ltlH!Il de indicación 
de los precios de Jos productos ofrecidos a los consm1tidores, art. 2 de laDirectivil 94/47 /CE del Parlmnento Europeo y del 
Consejo rle 26/10/1994 rd:li1Vi1. ¡t ]il. protecctón de los adquil·entes eulo rel~tivo >1 detennmados w5pectos de los coHlnliOS df' 
adqmsinón de llll derecho de utihz:<ción d~ mmueblcs en régimen de tiempo compamdo 



167 

comunitaria de los consumidores no alcanza a personas que, en una relación contractual 
pueden ser consideradas en ciertos supuestos como partes débiles necesitadas de tutela 
como las pequdías y medianas empresas. Sin embargo, debe resaltarse que la Directiva 
84/450/ CEE del Consejo de 10/09/1984 extiende su protección a l.as personas jurídicas. 

Otra cuestión que merece destacarse es que, a veces, la protección que brindan las 
directivas se extiende a personas que no podrían considerarse como consumidores en sentido 
estricto. I\sí, por ejemplo, la Directiva 2000/31 relativa a determinados aspectos jurídicos del 
comercio electrónico en el mercado interior califica al "destinat.;u_i_o del servióo" como "cualquier 
persona física o jurídica que utilice un servicio de la sociedad de la información por motivos 
profesionales o de otro tipo y, especialmente, para buscar infonnación o para hacerla accesible". 
El art. 2 d) extiende su régimen tuitivo no sólo a quien actúe por motivos profesionales, sino 
también a las personas jurídicas. El art. 2.c) define al consumidor como "cualquier persona 
física que actúa con un propósito ajeno a su actividad económica, negocio o profesión." La 
Comisión, en su comunicación "i\.plicación a los servicios financieros de los aps. 4, 5 y 6 del 
art. 3 de la directiva sobre comercio electrónico", subrayó que "el texto del art. 2 e) demuestra 
con total claridad que una persona jurídica no puede considerarse como un consumidor 
según esta directiva" (apartado 2.1. .4).21 

fi"inalmente, no debe perderse de vista que las Directivas delimitan su ámbito de 
aplicación no solamente desde la óptica del consumidor, sino que también lo hacen desde la 
perspcc1iva del cocontratante. De esta forma, la tutela tiene lugar cuando frente al consumidor 
nos encontramos con la figura de un profcsional22

. 

A) DIRECTIVA85/577 /CEE REFERENTE A LOS CONTRATOS NEGOCIADOS 
FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES 

La Directiva 85/577 /CEE del Conse¡o de 20/12/1985 en el art. 2.1 califica al 
consumidor como: "toda persona .física que, para las transacciones amparadas por la presente 
directiva, actúe para un uso que pueda considerarse como ajeno a su actividad profesional". 

Doetunento C0.1v!(2003) 259 fm~] de 14 de m¡¡_yo de 2003, d1sponible en hrrp./_/ecrropaeu.mt/eurlex/LexUnServ_/sitres/es/ 
com/ 2003 / com2003 _0259es01.pdf 

12 Véllnse, a título d€ e1emplo· Ml. 2 e) de hDirectivll 93/13/CE que define al profeswnill como "toda personll tlsica o juridicll 
qne, enllls lmns~cciones reguladas por)¡¡_ presente Directlv~, llCtÚe dentto del marco de su ~c!:ividlld prof<esional, y¡¡_ se~ pública 
o pnv¡¡_da", rrrt 2 2 de la Directiva 97 j7 /CE que c¡¡_Jtfic¡¡_ al proveedor como "rodit persona fisica o jurídica que, en los contratos 
eontempl(idos en la presente Direetivll, act{¡e dentro del m.nco de su llctividad profesional", ar.t. 1.2 e) de la Direcriv¡¡_ "! 999/ 

44/CE que define al v<endedor como 'ill persona fisica o jurídicll qucvendll bienes de eonsmno en elmlltco de su ~c!ividlld 
ptof<>s¡onal"_ Lll Directivll2000 /31 relllliv~ ¡e detcrm.inlldos ~spectos juríd1cos del comercio electrónico en el merc~do in tenor, 
en el nr. 2 b) define al prestador de servicios como "cualquier persona fisic~. o jutidim gue surninisrrc un setvicio de la socied~d 
de b inforrnaci6n". EJ¡¡_rt 2 e) o:;¡¡_Jifim al prestador de servwios est¡:Necido como "prestador que ejerce de mane m efectlvll un~ 
¡¡_ctivJdlld económicll a lntv0s de una inslllheió11 estable y por un período de tiempo determin~do" 
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B) DIRECTIVA87 /102/CEE SOBRE APROXIMACIÓN DE LAS DISPOSICIONES 
LEGALES, REGLAMENTARIAS Y ADMINISTRATIVAS DE LOS ESTADOS MIEMBROS 
EN MATERIA DE CRÉDITO AL CONSUMO 

El art. 1.2 a) de la Directiva 87 /102/CEE del Consejo de 22/12/1986 establece que 
el consumidor es '1a persona fisica que, en las operaciones reguladas por la presente directiva, 
actúa con fines que puedan considerarse al margen de su oficio o profesión". 

C) DIRECfiVA 90/314/CEE RELATIVA A LOS VIAJES COMBINADOS 

El art. 2.4 de esta Directiva brinda lUla calificación amplia de consumidor al establecer 
que el mismo es "la persona que compra o se compromete a comprar el viaje combinado (el 
contratante principal), la persona en nombre de la cual el contratante principal se compromete 
a comprar el viaje combinado Qos demás beneficiarios) o la persona a la cual el contratante 
principal u otro beneficiario cede el·v-iaje combinado (el cesionario)." 

En este caso la definición de consumidor alcanza no solamente a quien contrata el 
viaje, sino también a personas distintas. La doctrina ha puesto de relieve que, en este caso en 
particular, el consumidor no sería únicamente la persona física sino que t<unbién las juridicas.23 

D) DIRECTIVA 93/13/CEE SOBRE LAS CLÁUSULAS ABUSIVAS EN LOS 
CONTRATOS CELEBRADOS CON CONSUMIDORES 

La Directiva 93/13/CE del Conse¡o de 05/04/1993 en el art. 2.b) califica al consumidor 
como "toda persona fisica gue, en los contratos regulados por la presente directiva, actúe con 
un propósito ajeno a su actividad profesional". 

El1]CE en el asunto "Cape e Idea!senid') 4 sostuvo que el concepto de consumidor 
definido en la directiva 93/13/CEE debe interpretarse en el sentido de gue se refiere 
"exclusivamente a las personas fisicas". 

E)DIRECTIVA97 /7 /CERELATIVAALAPRüfECCIÓNDELOSCONSUMIDORES 
EN MATERIA DE CONTRATOS A DISTANCIA 

El art. 2.2 de la Directiva 97/7 /CE del Parlamento y del Consc¡o de 20/05/1997 
califica al consumidor como "toda persona física que, en los contratos contemplados en la 
presente directiva, actúe con un propósito ajeno a su actividad profesional." 

Véa._<J.se E DE LA ROSA (notil 1), pp. 68-69, G AQUARO, "Enhilllcing the Legcli Protection of the European Consumer 
Beyond thewordmgof the E U Directive93/13", EuropMn J-litmrm Lm;· P.enen; vol. 14,n° 4, 2003,p 408 y L GO]'.;ZALEZ 
VAQUÉ, "La noción de comumidoren el Der. echo COlll\J:nitario del consumo", XXVJIT Curso robre IÍ< U11ión Europa (orgrrnizado 
por el Patronat C~l:ah Pro Europa en colaboación con la Secretaría de Estado pllm b UE y la Escueh DiplomÍIEica del 
Mimsteno de Asuntos Exteriores y de Cooperaoón), Barcelona, noviembre-dKiem.bre de 2005, PP- 5-6 
De 22/11/2001, asuntos acmnuhdos C-541/99 y C-542/99. L. Beourdeu, "La not;on de consommateur ell dr01t 
communautúre (,l h suile dr !'arre t. d~ lA C.J C. E. du 22novembre 2001, Idelllset-vice, aff Jo in tes C-5<1-1/99 et C-542/99)", Rnue 
eurrpitnJie de dmd de h ronmmtn.<l/10!!, n° 4, 2001, pp 341-362 
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F) DIREC'TIVA 1999/44/CE REFERENTE A DETERMINADOS ASPEGI'OS 
DE LA VENTA Y LAS GARANTÍAS DE LOS BIENES DE CONSUMO 

La Directiva 1999/ 44/CE del Parlamento y del Conse¡o de 25/05/1999 en su art. 

1.2.a) define al consumidor como "toda persona física que, en los contratos a que se refiere la 
presente directiva, actúa con fines que no entran en el marco de su actividad profesional". 

G) DIRECTIVA 2002/65/CE RELATIVA A LA COMERCIALIZACIÓN A 
DISTANCIA DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS DESTINADOS A LOS 
CONSUMIDORES 

El art. 2.d de la Directiva 2002/65/CE del Parlamento y del Conse¡o de 23/09/2002 
califica al consumidor como "toda persona física que, en los contratos a distancia, actúe con 

un propósito ajeno a su actividad comercial o profesional". 

H) DIRECTIVA 2005/29/CE SOBRE LAS PRÁCTICAS COMERCIALES 
DESLEALES 

El art. 2 a) define al consumidor como "cualquier persona física que, en las prácticas 
contempladas por la presente directiva, actúe con un propósito ajeno a su (lctividad económica, 
negocio, oficio o profesió11.'' 

tJna lectura detenida de la nonnativa de la Convención de Roma, de Bruselas y de las 

diferentes directivas pennite extraer la conclusión de que no existe una completa unifonnidad 
entre los conceptos de consumidor utilizados. 

Si bien es cierto que en Jú1eas generales las directivas comunitarias aluden solamente 
al consumidor "persona física", en el ámbito europeo se ha setlalado el empleo del término 

genérico "persona" por parte del art. 5 del Convenio de R01na, el art. 13 del Convenio de 
Bruselas y del art. 15 del Reglamento 44/2001 abriría la posibilidad de considerar también a 
las personas jurídicas como consumidores merecedores de tutela. Con sentido critico de la 

Rosa seilala que, en su opitlión, ''la extensión a estas personas jurídicas de la protección que 
los Convenios de Roma y de Bmselas ofrecen al consumidor sin duda seria congruente con 
la finalidad y razón de ser de tales nonnas especiales. El hecho de que las directivas commlitarias 

en materia de consumo limiten su protección, en muchos casos, a los consumidores que 
sean personas físicas, no debería suponer un obstáculo a esta intetpretación, pues la finalidad 
de las normas del Convenio de Roma y del Convenio de Bruselas es diversa respecto de la 
armonización material del detecho del consumo.";5 En crunbio, afirma, "un dato importante 

a tener en cue.nta para reforzar la inclusión de las personas jurídicas en el concepto de consmnidor 
seáa el hecho de que las legislaciones europeas incluyen también a esta das e de personas entre 
las merecedoras de protección. Tal como está planteada la cuestión hoy en día, '1a construcción 

actual del sistema podrá deparar situaciones, no dificil es de imaginar, donde ru1a persona sea 

21 FE.DELAROSA(nota1),p 59 
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considerada como conswnidor a efectos de la aplicación de las directivas comunitarias, pero 
no a efectos de beneficiarse de los foros y de las nom~as de ley aplicable elaborados especi<ilinente 
para la protección del consumidor. ( ... )la coherencia de la política commlltru1a de protección 
a los consumidores debctia poner en sintonía unos textos con otros "7.

6
. 

C)IAPOSICIÓNDELTRIBUNALDEJUSTICIADELACOMUNIDADEUROPEA 

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, en las cuestiones prejudiciales que 
se le han planteado, ha adoptado una interpretación estricta de la noción de consumidor. Así, 
en la sentencia de fecha 14/03/1991 en el caso "Di Pinto" (relativo a la aplicación de la 
Directiva de 20/12/1985 relativa a los contratos negociados fuera de los establecimientos 
comerciales), en la sentencia de 03/07/1997 y en la sentencia de 17/03/1998 en el caso 
''Bqyerisrhe I-Iypotheken un WechselbankAG'' e11]CE mantuvo un criterio restrictivo a la hora 
de calificar al consumidor"~. 

D) LA LEY SUIZA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO DE 1987 

Otra manera de calificar a una de las partes como consumidor sería combinar el uso 
personal <1ue se le da a la mercadería con el ejercicio de una detenninada actividad (profesional 
o no) en el momento de adquirir la misma; en tal caso, el contrato de consumo seria el 
efectuado al margen de una actividad profesional para una finalidad de uso personal. Asi, el 
art. 120 de la ley suiza de DIPr de 1987 se refiere a la "prestación corriente de consumo 
destinada a un uso personal o familiar del consumidor y que no tiene relación con la actividad 
profesional o comercial del consumidor". 

E) EL CÓDIGO BELGA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

El código belga de DIPr de 2004 en su art. 97 se refiere ala compétence internatz"onale en 
matiifre de con.wmmation y dispone que las jurisdicciones belgas son competentes para conocer 
de todas las demandas concemientes a las obligaciones a que se refiere el art. 96_. presentadas 
por una persona física que haya actuado con un objetivo extraílo a su actividad profesional. 
Se contrapone a esta parte la figura del proveedor, a quien se alude como el que ha 
suministrado o debe suministrar un bien o servicio dentro del marco de su actividad 
profesional (véase art. 97 § 1 °). 

F. E.DELJ\ROSA(not~ 1),pp 69-70 
Zl El TJCE seil~ló qtw un contmto de futllza celebmdo por una personR Gsic~ que no actúe en el marco de una ,a_ctividad 

pwfes10ncl está excluido deliimbito de aplicilción de la Directiv~ 85/577 cuando r,amntiza el ~:eembolso de una deuda 
contraídrt por otm person't que actúe r;n el marco de su activid1d profesion:ü De acuerdo a 1~ posición del Tnbunal "del tenor 
del art 1 de Lt D1rectiva, así como del carácter accesoJ:io de la ii~11Za, se denva gue únican1ente puede estar comprendi(h en 
el ámbito de aphcac1Ón de la D1rectiva un~. ti~nza accesorut a un contrato por el cual, con ocasión de un~ vent.<l 11. don11ctlio, 
un conS\llllJ.dor se haya comprometido frente a un comercw.nte a obte11er de éste bienes o st'rvicios. Adernis, d~do que el único 
objetivo doe b Directiv~ eo proteger a los consunudorcs_ ésta sólo puede aplicarse a un f,adorsi éste, con aneglo al pnmer gmón 
del ru:t_ 2, se ha comprometido con una finalidad que ¡_meda considerarse ajena a su acuvidad profesiorwl" 



171 

F) LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA 

La legislación españoh ~ ley 20 de 19 de julio de 1984 para la defensa de los 
consumidores y usuarios -establece en el art. 1.2 que consumidores o usuarios son "las 
personas físicas o jurídicas que adguieren, utilizan o disfrutan, como consumidores finales, 
bienes muebles o inmuebles, productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que 

sea la naturaleza pública o privada, individual o colectiva, de quienes los producen, facilitan, 
suministran o expiden". El numeral3 del art. 1 establece que "no tendrán la consideración de 
consumidores o usuarios quienes sin constituirse en destinatarios finales, adquieran, 
almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios, con el fin de integrarlos en procesos de 
producción, transfotmación, comercialización o prestación de terceros"28

. 

La ley 7 de 23 de marzo de 1995 de crédito al consumo define al consumidor como 
'1a persona física (nunca jurídica) que en las relaciones contractuales regidas por esta ley actúa 

con un propósito ajeno a su activ-idad empresarial o profesionlli". La ley 21 de 6 de julio de 
1995 que rige los viajes combinados en su art. 2 dispone que consumidor es "cualquier 
persona en la que concurra la condición de contratante principal, beneficiario o cesionario"; el 
contratante principal, a su vez, es calificado como '1a persona física o jurídica que compre o 

que se comprometa a comprar el viaje combinado". 

G) LA LEGISLACIÓN PORTUGUESA 

La ley portuguesa n° 24 de 31 de julio de 199629 califica al consumidor como todo 
aquel que sea provisto de bienes o servicios o le hayan transmitido derechos, destinados a 

uso no profesional, por quien ejerza actividad económica lucrativa profesionalmente. El 
párrafo 2 del artículo 2 dispone que se comideran incluidos en el ámbito de dicha ley los 
bienes, servicios y derechos prestados o transmitidos por los organ.ismos de la Administración 
pública, por personas colectivas públicas, por empresas de capitales públicos, por las reg1ones 

autónomas o autarquías locales y por las empresas concesionarias de servicios públicos. 

JI) EL CÓDIGO DEL CONSUMIDOR FRANCÉS 

El Código del Conswnidor francés, ley 93-949 de 26/07/1993, no contiene una 
definición de consumidor; sin embargo, la doctrina30 ha entendido que de la regulación sobre 
interpretación de los contratos y cláusulas abusivas se desprende que para dicho cuerpo legal 
las notas distintivas son la "falta de profesionalismo de quien consume" y el "profesionalismo 

de quien es su partenairecontractual", así como la característica de ''consumición fina1" 3
;. 

Sobre el concepto ~mpho de "conoumidor"' (incluyendo a lits ¡wrsoms jurídicas) y su correspondencia con el concepto 
"comtmitarío", véase Jv!' J. LUNAS DÍAZ, 'Ta Ley de Condiciones Generales de la Contrll.tación: especial referencia a las 

normas de ~plic~.ción extmterrito~1al", DN', J.998,pp. 4-12 
En Portugalexisth desde 1981 un~ ley específica depmtecc!Ón al consumidor. La ley ¡¡ 0 29 de 22 de ~goslo de 1981 fue sustituid~ 
en 1996 por la ley n° 24 
Véase J .A .. 1\..NDOfu'\JO, "La protección del consumidor en el Dereclw fanc6s",jUJ Re~úM furídzca, 11° 36, 1984, pp. 10-2í, 

especi~lmente p. 26 
L.l'ÉREZ BUSTA:tv[ANTF.,Den-tbo::de/C')n.cumldor,Buenos !\tres, .-\sl:rf'a, 2004,p. 22 
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1) EL CÓDIGO CIVIL ALEMÁN 

El §13 del BGB brinda la siguiente definición de consumidor (t-'trbraucberj: es toda 
persona física que concluye un negocio juddico, con alguna finalidad que no puede ser 
considerada como parte de su oficio o actividad profesional o independiente. 

J) EL CÓDIGO DEL CONSUMO ITALIANO 

El Código del consumo (decreto legislativo n° 206 de 06/09/2005) establece, en su 
art. 3.1 que, "a los fines del presente Código, se entiende por: a) Consumidor o usuario: ala 
persona física que obra con fines distintos a la actividad empresarial o profesional, que pueda 
eventualmente desarrollar". 

3. ÁMBITO AMERICANO 

Las Convenciones interamericanas en el marco de la OEi\ no se han referido al 
consumidor, como ttunpoco lo han hecho el Tratado de 1980 de la ALi\DI ni el Tratado de 
Asunción de 1991 por el que se constituye el I\.-fERCOSUR32

• Las definiciones jurídicas del 
término "consumidor" en el derecho comparado son numerosas, razón por la cual solamente 
reproduciremos algunas de ellas, con la finalidad de visualizar el panorama existente. 

A) LACIDIPVSOBRE LEY APLICABLEALOSC'DNfRATOSINTERNACIONALES 

La C:.:IDIP V de México de 1994 sobre la ley aplicable a los contratos internacionales 
no califica al consumidor ni a los contratos de consumo. No menciona el término 
"consumidor" ni posee ninguna nmma específica que los regule (a diferencia de lo que ocurre 
con la Convención de Roma de 1980). El ru.i. 5 contiene un listado de supuestos que resultan 
excluidos del ámbito de aplicación; de la lectura de este precepto se concluye que los contratos 
con consumidores quedarían, en principio incluidos dentro de su regulación. No obstante, 
el :u:t. 6 prescribe que "las nmmas de esta Convención no se aplicarán a aquellos contratos que 
tengan una regulación autónom(l en el derecho convencional vigente entre los Estados Parte 
de esta Convención". El Proyecto original presentado pot: el profesor mexicano Siqueiros 
preveía, además de los supuestos del art. 5, la exclusión de otros contratos: transporte de 
mercaderías, ''contratos concluidos por consumidores'', contratos relacionados con derechos 
reales inmobiliarios y contratos laborales. En la rewlión de expertos llevada a cabo en Tucson 
se optó por una fórmula más general para referirse a estos casos y por ello el art. 6 emplea la 
frase de «contratos guc tengan una regulación autónoma"30 

" De allí que Amglu se refiH!l. ~] constu11idor como "el protar,omsffi olv,dado" o que, en la esfera europea y dado la dfversid!l.d rle 
defin.tcioneo que se <?JlCUelllr:tn en b1s directivas comumblrÍRS, Drehere all!da al consunudor como "el f::Ultnstllil de h ópera". J·.tvi 
ARRJ GHI, "L'l protección de los consurnidores y el :ViERCOSUR", Rmsta de la Facultad de DmcdJ~ dt MMkndro, no 1, jtil--O.ic 1991, pp 
149.160ye¡¡ IV;,_'"fadtDmtlodoG"'mmidtw,ll" 2, 1992,pp. 124-136,esp p. 126. Vé:lse asimismo M.Dw1wr, ''Der Verbmudw.r·Das 
Ph¡1.ntom Íl1 d<?n Opera des europiüschen tmd deutsclwn Rechts",]~umfen'{!'ilur.g, n" 4, 1997, pp. 167-178 
M. VARGAS CÓMEZ-URRUTIA, Ct;mf,.ata,Yón mtmf(Wrmal en e! mtm;a mtuammmno, l'viéxico, Oxford University Press, 2000, p 
106 y M"B r-;:ooDTT.c\QüEL'I., "Reglfllncntación general de los contmtos mlemac¡on.llles en los Estados lllercosureilos", 
en· D P Fernindez1\uoyo (coord ),DI'm:hoJnternacll]fir!iT'm.adodek. Euadordel MEE[OJU~Buenos Aires, Zav2lia, 2003,p 
997. 
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Lima ?\{arques ha seílalado que la CIDIP V no excepciona de manera expresa a los 
contratos de consumo y gue si hubiese previsto alguna nonna especial para estos contratos, 
una convención especial sobre el tema no seda necesaria. Según la autora, al no ser tratado el 

tema en una norma especial, teniendo en cuenta especialmente la experiencia europea, fue 
una oporhmidad perdida y podría ser recuperada con una nueva convención especial; de esta 
fomu, el tema de los contratos con consumidores seria definitivamente excluido del campo 
de aplicación de la CIDIP V3~. 

B) LA LEGISLACIÓN ARGENTINA 

A) LEY 24.240 

El trámite parlamentario demoró siete ru1os (desde el primer proyecto de 1986 hasta 
la aprobación en 1993 de la Ley de defensa del conswnidor n° 24.240)3~ y, una vez sancionada, 
la normativa fue vetada por el Presidente~6 . En 1998 se promulga la ley 24.499 que contiene 
muchas de las normas que habían sido vetadas 37

. De esta forrna la protección jurídica de los 
derechos del consumidor adquirió una regulaciónnmmativa expresa, la cual fue fortalecida 
por los arts. 42 y 43 de la Constitución Nacional. 

La protección legal de la ley 24.240 está limitada exclusivamente a los consumidores 
y usuarios. El art. 1 se refiere a "las personas fisicas o jurídicas que contratan a título oneroso 
para su consumo final o beneficio propio o de su gmpo fmniliar o social: a) la adquisición o 
locación de cosas muebles; b) la prestación de servicios; e) la adquisición de inmuebles 
nuevos destinados a vivienda, incluso los lotes de terreno adquiridos con el mismo fin, 
cuando la oferta sea pública y dirigida a personas indeterminadas". 

Especifica, además, quiénes no tendrán el carácter de conslllnidmes o usuarios, vale 
decir, "quienes adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o sen..-l.cios para integrarlos 
en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación de tcrceros"38

• 

La norma brinda un concepto amplio de consumidor o usuario. ·roda persona en 
realidad es consumidor, de manera tal que no existe sujeto de derecho que no encuadre en esa 
categoría debido a que todos necesit::m consumir bienes o utilizar servicios para su 
subsistencia39

• 

C LI:vfA :V[l\RQLJES (nota 5), p. 1541 
El 22/09/1993 fí_w s~nnonada la Ley 24.240, basada eu tUl proyecto de los senadores León, Rubeo y Mac Karty; dich,tley fue 
promulgada pat·c¡aJnwnte por el Poder E¡ecutivo el13/10 /1993, B O del15/1 0/1993 
SobreellmpitctO del veto pres!denciRl véase G SOZZO, "Daiios derivados del ~coo de consumo", R"· Dv C"'·, nc 34, abril­
jtulho, 2000, pp. 9-33 
G. STIGLI1Z, "Últünots resistennrrs contmb protecc¡Ón dd comumidor"_, DC, n° 1 0_.1999,p. 39 
El decreto reglanwmario 1798/94 estRblece en el lHT. 2 que se entiende que los bienes o SeL"Vlcios son integrados en procesos 
de producqÓn, transformación, cornernalo:~nóu o prest~ción a terceros cuando se rebcionan dichos procesos, sea de nw.neril 
genénc& o específica 
R. /1. V AZQUEZ PERREIRi\ / O E. ROMER.c\, P,,tea:tón ,;,: a1fi>ma d,úomwmdl/!~ ú,)i 24 240, Buenos _A.ues, Depalm:t. 1994, p. 4 
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B) PROYECfO DE CÓDIGO DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

El proyecto de Código no define al consumidor; sin embargo, con relación al derecho 
aplicable a los contratos celebrados con consumidores, el art. 79 del Proyecto establece: "Los 
contratos relativos a la prestación de servicios o provisión de cosas muebles destinados a un 

uso personal o familiar del consumidor, que sean ajenos a la actividad comercial o profesional 
de éste, así como también los contratos que tengtm pot objeto la financiación de tales 
prestaciones, se rigen por el derecho ( ... ). Pueden extraerse entonces como elementos 
caracterizan tes el uso personal o familiar dado a los bienes y servicios y que los contratos sean 
ajenos a la actividad comercial o profesional del consumidor. 

Cabe señalar asimismo que el art. G último párrafo dispone que '1os demás conceptos 
utilizados por las nmmas de DIPr se definen de acuerdo con el derecho declarado aplicable". 

C) EL CÓDIGO DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR DE BRASIL 

El Código de Defensa del Consumidor de J 990 le brinda protección especial al 
consumidor final, ya se trate éste de una persona fisica o jurídica. El articulo 2 de la ley 8.078, 
modificado por la ley 9298 de fechaOl/08/1996, dispone que "consumidores toda persona 

fisica o jurídica que adquiere o utiliza un producto o servicio como destinatario final". 
Incluso, establece que se equipara al consumidor a la colectividad de personas, aunque sean 
indeterminadas, que hayan intervenido c11las relaciones de consumo 40

. 

D) LA LEGISLACIÓN CANADIENSE. LA LEY DE PROTECCIÓN DEL 

CONSUMIDOR DE QUÉBEC 

El art. 1 del Título Preliminar de 1a ley de protección del consumidor señala en el 
punto 1 que para la presente ley~ a menos que el con texto indique un sentido diferente debe 

entenderse por: e) consumidor: una persona fisica, con excepción del comerciante que adquiera 
un bien o un servicio para los fines de su comercio. 

E) LA LEY COLOMBIANA 

El Estatuto de protección al consumidor (decreto 3466 de 02/12/1982) en el art. 1, 
letra e define al consumidor como "toda persona, natural o jurídica, que contrate la adquisición, 
utilización o disfrute de un bien o la prestación de u11 servicio determinado, para la satisfacción 
de una o más necesidades". 

F) LA LEY DE COSTA RICA 

La ley 7472 de promoción de competencia y defensa del consumidor en el art. 2 

establece que "las expresiones o las palabras, empleadas en esta ley tienen el sentido y los 
alcances que, para cada caso, se mencionan en este artículo". En c1 segundo párrafo define al 

V énse tma clara explicRción de lil noción de consumidor en d derecho brasdero en C LIMA MARQUES, "Os contratos de 
crédito nalcgisla~iio L>msdeira de proreyiio ao cons-umidor", Dwmfa do Commm'd.or,n° 17, 1996, pp. 37- 38, runpliada:li consumidor 
drl crédito, P- 39 
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consumidor como "toda persona física o entidad de hecho o de derecho, que, como 
destinatario final, adquiere, disfruta o utiliza los bienes o los servicios, o bien, recibe 
información o propuestas para ello. También se considera consumidor al pequei'io industrial 

o al artesano- en los términos definidos en el Reglamento de esta ley- que adquiera productos 

terminados o insumas para integrarlos en los procesos para producir, transfonnar, 
comercializar o prestar servicios a terceros.'' 

Cabe scúalar que, además de la calificación de consumidor, la ley en el primer párrafo 
del art. 2 define al agente económico, sdíaLmdo al respecto lo siguiente: "Agente económico: 

en el mercado, toda persona física, entidad de hecho o de derecho, pública o privada, participe 

de cualquier forma de actividad económica, como comprador, vendedor, oferente o 

demandante de bienes o servicios, en nombre propio o por cuenta ajena, con independencia 

de que sean importados o nacionales, o que hayan sido producidos o prestados por él o por 

un tercero." 

G) LA NORMATIVA CHILENA 

La normativa chilena de 1997, modificada por la ley 19.659 de 1999, considera que los 

consumidores son '1as personas naturales o jurídicas que, en virtud de cualquier acto juridico 

oneroso, adquieran, utilicen o disfruten, como destinatarios finales, bienes o servicios".'1: 

H) LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 

El art. 2 de la Ley Orgánica de defensa del consumidor de 04/07 /2000~2 dispone que 

''consumidor es toda persona natural o jurídica que como destinatario final, adquiera, utilice 

o disfrute bienes o servicios, o bien reciba oferta para ello. Cwmdo la presente ley menciona 

al consumidor, dicha denominación incluirá al usuario". 

I) LA LEY DE EL SALVADOR 

La ley de protección al constunidor 267 de 19/06/1992 en el arL 6.6 establece que 

"consumidor es la persona que contrata para su utilización personal, la adquisición, uso o 

disfrute de bienes y servicios". 

J) LA U.S. E1"ECI110NIC 8/GNATURES ACJ" 

La U .S. E!ectronit Signatures in Global and National CommerceAa de 2000 en su sección 

lOó brinda tma calificación de co;wtmer (para los propósitos de dicha ley) estableciendo que se 

refiere a "un individuo que obtiene, a través de una transacción, productos o servicios, los 

cuales son usados primariamente para un propósito personal, familiar o de su hogar"~3 . 

Véase R jL\RA, ".Asnbtto de aphcanón de ia ley chdew< dr protección al consuuudor: mclusiones y exduswnes", en. H. Comt 
(ed.), Derecho del contumo)·prokmtÍfl al mnsmmdor, $;¡_Jltiago, Ed. Univ. de los ;ll1des, 1099, pp. 54 ss. y F. FERNANDEZ, Mamtai de 
Dered1o Chtimo de fh-te,:C"!Óf! al Connmud~,·; Santiago, LeXlsNeXJ.S, 2003, pp 12 ss 

Wviwsupertel ?J:N.ec/ cau/ley.htm 
R L. LORBNZETI1, :'L1. rel~ctón de consumo Ambito de aphcll.nÓn del estal\~to del consun"Udor", en: R. L. Lon'llZelti / 
G.J Schot7 (coords.), i.Jifi'Hw de! romunndor, Bueuos 1'l.ires, Uwvers1d~d Austral/ Ab~co, 2003, 69 
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K) LA LEGISLACIÓN MEXICANA 

La ley mexicana de protección al consumidor, con las modificaciones de 2004, establece 

que consumidor es ''la persona fisica o moral que adquiere, realiza o disfruta como destinatario 

final bienes, productos o servicios. Se entiende también por consumidor a la persona fisica 
o moral que adquiera, almacene, utilice o consuma bienes o servicios con objeto de integrarlos 

en procews de producción, transformación, comercialización o prestación de servicios a 
terceros, únicamente para los casos a que se refieren los arts. 99 y 117 de esta ley 

Tratándose de personas morales que adquieran bienes o servicios para integrarlos en 
procesos de producción o de servicios a terceros, sólo podrán ejercer las acciones a que se 

refieren los referidos preceptos cuando estén acreditadas como microcmpresas o 
microindustrias en términos de la ley para el desarrollo de la competitividad de la micro, 
pequeña y mediana empresa y de la ley fedeml para el fomento de la microindustria y la 

actividad artesanal, respectivamente y confonne a los requisitos que se establezcan en el 
reglamento de esta ley." 

L) LA LEY DE NICARAGUA 

La ley de defensa de los consumidores n° 1.82 de 01./11/1994 en su art. 4, inc. a) 
califica a] consumidor como "persona natural o jurídica que adquiera, utilice o disfrute como 

destinatario final bienes, productos o servicios de cualquier naturaleza.'' 

LL) LA LEY PANAMEÑA 

El Título 11 de la ley panameña n' 29 de 01/02/1996 se titula "De la protección al 
consumidor". En el capítulo 1, el art. 29. 2 contiene la definición de consumidor, señalando 
que el mismo es la "persona natural o jurídica que adquiera de un proveedor bienes o 

servicios finales de cualquier naturaleza''. 

M) LA LEGISLACIÓN PARAGUAYA 

La ley paraguaya 1.334 de 1998 brinda en su art. 4 definiciones de consumidor y 
usuario, proveedor, productos, servicios, anunciante, actos de consumo, intereses colectivos, 
entre otros. El apartado a) del art. 4 e califica al consumidor y al usuario como "toda persona 
fisica o jurídica, nacional o extranjera que adquiera, utilice o disfrute como destinatario final 

de bienes o servicios de cualquier naturaleza''. 

N) EL DECRETO LEGISLATIVO PERUANO 

El. decreto legislativo 716 de 1991 dispone que son consumidores o usuarios "las 
person¡¡s naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios finales 
productos o servicios". 
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O) LA LEY URUGUAYA SOBRE RELACIONES DE CONSUMO 

A) LA LEY 17.250 

Uruguay fue el último de los países del MERCOSUR que aprobó una ley que 
reglamenta específicamente y con carácter general esttt materia. L .. a ley 17.250 de 1999 de 
relaciones de consumo establece en el art. 2 que "consumidor es toda persona fisica o jurídica 
que adquiere o utiliza productos o servicios como destinatario final en una relación de 
consumo o en función de ella", aclarándose en el segundo párrafo que "no se considera 
consumidor o usuario a aquel que, sin constituirse en destinatario final, adquiere, almacena, 
utiliza o consume productos o servicios con el fin de integrarlos en procesos de producción, 

tnulSformac.ión o comercializílción". J'viercader Pizzorno, cornentando el articulado de la ley 
uruguaya, pone de relieve que de la definición de relación de consumo debe tenerse en cuenta 
de manera especial la limitación que resulta del hecho de que las relaciones de consumo 

vinculan únicamente al proveedor y al consumidor o destinatario final del producto o servicio. 
Este carácter de destinatario final se destaca también en la definición de consumidor que 
brinda el art. 2 inc. 1 y se reafinna en el inc. 2 que excluye considerar consumidor a aquél gue, 

sin constituirse en destinatario final, integra el producto o servicio en la cadena de producción, 
transformación o comercializaciÓn1

.-.4. 

B) LA LEY DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

La ley uruguaya de derecho intemacional privado no brinda una calificación de 

consumidor; en el art 49 se refiere al derecho aplicable a los "contratos sobre relaciones de 
consumo'', mientras que en materia de jurisdicción el art 55 (soluciones especiales) alude a los 
"contratos con consum.idores". 

P) LA LEY VENEZOLANA 

A) LA LEY INTERNA VENEZOLANA 

La ley de protección al consumidor y al usuario del13/12/1995 en el art. 4 define al 
consumidor como "toda persona natural gue adquiera, utilice o disfrute bienes de cualquier 
naturaleza como destinatario final" y, a renglón seguido, dispone gue el usuario es "toda 

persona natural o ¡m1dica que utilice o disfmte bienes de cualquier naturaleza como destinatario 
final". 

T. MERC.i\..DER PIZZORl\!0, 'Aspectos generales de h Ley n\unem 17 _250 de rd~ciones de consumo", Rm 1-'4r. Der, n° 1 S, 
2000,p. 142 



178 

B) LA LEY DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

La ley venezolana de DIPr de 06/08/1998 no contiene una calificación del término 
consumidor ni una regulación especifica para los contratos concluidos con consumidores 
(véase cap. VI- de las obligaciones~ y capitulo IX- de la jurisdicción y de la competencia-). 

II. LA CONSTRUCCIÓN DE LA CALIFICACIÓN DE CONSUMIDOR DESDE 
LA PERSPECTIVA DE LA DOCTRINA LATINOAMERICANA 

En el ámbito latinoamericano se ha sostenido que la calificación de "consumidor" en 
el DIPr debe ser amplia, de manera de comprender las variadas situaciones necesitadas de 
tutela. En Argentina, Uzal ha destacado que "el concepto a elaborar( ... ) debe tener amplitud 
suficiente como para abarcar en él la captación de los diferentes conceptos nacionales y de los 
instrumentos convencionales que se refieren al tema, con un mismo contenido funcional". 
De esta fonna, le parece apropiado calificar al consumidor tanto por las características de las 
partes que intervienen en la negociación en que le atribuye tal rol, como por el uso de las 
mercaderías adquiridas o los servicios comprometidos~5 . 

Lima 1\.Jarques señala que hay "caracteristicas" de los consumidores que serian 
aceptables por un gran número de países; así, la no profesionalidad de la persona física, del 
contratante o usuario final (en el caso del turista) o de la víctima de productos o servicios 
defectuosos. En este sentido, apunta, se reconoce una definición de consumidor "relacional", 
es decir, que este Jtatus puntual y efímero realmente sólo se presenta frente a un agente 
económico profesional, un productor, tma empresa o nn comerciante en relaciones profesional­
lego y no en vínculos profesional~profesional o lego-lego46

• 

Tanto el PLl'vf como el PTB incluyen en el art. 1 una calificación de consumidor, sin 
embargo, ambas definiciones difieren no sólo en la extensión de la misma sino también con 
respecto a los elementos que deben ser tenidos en cuenta. Veamos: 

M. E. UZJ\L, "La p(otección al consumidor en el derecho mternacion~l pnv~do", RIJCO, n° 139-141, 1991, p. 242 
C. LHvL'\. MARQUES, C'r;!!J-'ian[a no CO'IIémo detn1nico e a l"''kfd" d" Cúnsumul.or (m!! esrudo dos wgpcior;úridu'N de C1!nsumo 110 combe~{) eletn1mca), 
Sao hulo, Revista dos Tribunais, 2004, pp. 358-359 



PROYECTO BRASIL (PLM) 

------,------

Concepto 
de consumid<fr 

Art. 1. Ddiulcl/on de consumldur 

!.Cualquier persona fisica q<oc, 
ffenle a un prol'csional y en las 

transacciones, contmtoo y síwadones 
compremlidas por esta Convención, actiw 
cott f!nes glle no pco1enozcun al ámbito de 
ou activi,j~d profesional. 

2. Se consiMran también consumidores 11 los 
tcrccn>S pcnen~cicntus a la familia del 
consumidor principulll otros acompail.~ntes. 
gM u~<•fructúan directamente los servicios y 
produCiüs contratadoo. en lo~ contratü,; cmn­
prendidus en esta Convención, como tleotina­
tarios llnales. 

3. Pam d caso de los CG\ltrti\OS de viaje y de 
tiempo compartido, >C considcnm cons<omi­
doros: 
a) el r:Qiltratnnte principal o la persona fisiLa 
qtle ~omprn o se compromete a COil!rMar un 
vi~je C\>mbinndo o no, o un tiempo compar· 
tido para su uso propio; 
h) lo> beneflcinrios o terceras person~s en 
nmnbt·e de las ctmlcs contrata o ~e compro· 
meted contrEtame principal n contrmnr d 
viaje o paquete turístico y los que usutfuc· 
túen dd viaje o del tiempo compal'lido por 
algún espado de tiempo, tmnque no sean 
contratantes principales; 
e) El cesionario o la pcrsOlla fisic" a~~ cual 
d controtanre princip~l o ~ndiciario cede 
el viaje o paqtJC!C turiotÍC{l o los \kr~d1os 
de uso 

4, Si 1:< ley indicild~ como aplicable por esta 
Convención dcliniese de forma más amplia 
o henefkiosa quién debe ser considerado 
~onsmmdoro equipurose a otros agentes 
como C\>n,umidores, o el juez compc:,,nte 
puede tener en Ct!CilW cota extensión del 

campo (jc aplicación de la Cmwendón, sí 
fuese m~$l~vomble u los intereo~~ del con­
sumido! 

Fuentes: 

Párrafo !: arL 5 de la Convención de l<oma 
de 1 980 sobre la k:y apl kabk a las obligae. 
commcttmle>. art. 2.1 Directiva 851577/CEE 
sobre contratos negociados fuera del est:;ble­
micntn comercial, w1. 2, h y e d~ la Directiva 
93/!3/CEE sobre clál!sulas abusivas en les 
contratos C(mcertados por consumidores, arl. 
2,2 de la Directiva 97/7/CE de 20/05!1997 
sobre comratos a distan~ia y arls. 1 y 2,a de 
la Directiva 1999/44/CE de 25/05/1999 sobre 
venta de bienes de consumo y gara11tlas. 

Párrafo 2: nrt. 2 § único de la ley hrasikra 
8.{17Sf90 y US Elwn:mic Commen:c 
Sign~turcs Act. 

Párrafo 3: m1s. 2.4 y 4.3 de 1~ Direc!Íva 
90/J 14 sobre viaje~ combinados y Directiva 
europea 94147/CE de 26/10/1994 (Dinx:tiv¡¡ 
sobre tiempo companido ), doctrina ~mopea 
{León, p, 258). 

i 
PROYECTO URUGUAY (PTB) 

Art, J. COl!SUUlidtH' 

Toda persona fhic• o jurkliCil 
q<W adqlliera o mili ce productos o scrvtcios 
como destim¡tario tlna! de una relación de 
consumo 

Equipáramc a consumidores, !as demás p~r­
solws expuestas o las relaciones de consumo 

No se considermá consumidor o usuario a 
aque!la peruonn que sin con~!ituirse en des­
tinatario fiMl, adquiera, almacene o utilice 
produd(lS o servido~ con d !in de inlcgr~r!o~ 
a los procesos de producctón, transfonna­
ció,, ~nmercializnción o prestación a terceros 

Fuentes: ''Defensa del c(}m¡umidol'·, "concep 
tos", Resolt<óún GMC(.Mer<>osur) n' 123/% 
~doptada en b.1se a !'ropue~la n" 9196 de la 
Comisión de Comercio de !1.1<;rcosur y 
Recomcnd~ción l/97 del CT7, ''Dcfcn;;a 
<id Consumidor". Jdem Anexo al Protocolo 
<lel Mercosur de Santa MarEa sohrejuri>dic­
dón intomacional en materia de rei,1done~ 
de consum<J, Deci~ión CMC lü/96, "Dellni" 
ción ""· 
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1. CONSIDERACIONES SOBRE LOS PROYECfOS PRESENTADOS 

A) EL PROYECfO DE BRASIL (PLM) 

1. Restringe li1 noción de consumidor a las personas físicas que actúen frente a un 
profesional y en las transacciones, contratos y situaciones comprendidas en el ámbito de la 
Convención, con fines que no pertenezcan al ámbito de su actividad profesional (art.1.1). 

2. Amplia la noción de consumidor a los "terceros pertenecientes a la familia del 
consumidor principal o los demás acompañantes que usufructúan directamente los servicios 

y productos contratados, en los contratos comprendidos por la presente Convención, como 
destinatarios finales de éstos" (art. 1.2). 

3. Se precisa la calificación de consumidor tílllto para los contratos de viaje como para 
los de propiedad múltiple (art. 1.3)47

. Ahora bien, en este caso h figura del contratante 
principal (a que alude el in c. a del numeral 3 del art. l) podría hacer rcfcrcj1Cia a una persona 

jurídica ya que luego alude a la "persona física" que compra o se compromete a comprar, 
dando la sensación de que "contratante principal" puede ser perfectamente una persona de 
existencia ideal. Lo mismo cabría aclarar con relación al inc. e cuando se alude al "cesionario". 

Adviértase, por ejemplo, que el art. 2 de la le-y espm1olíl ¡¡]_referirse al "contratm1te principal'' 
incluye no sólo a la persona física sino a la jurídica. En este sentido, no advertimos razones 
particulares para diferenciar entre la noción de consumidor a los fines de los "contratos de 

viaje y de propiedad múltiple" del art. 1.3 y consumidor a los efectos de las demás 
"transacciones, contratos y siruaciones comprendidas por la presente Convención" a que 

alude el art. 1.1. 

Teniendo en cuenta esta definición propuesta surge la inquierud acerca de si sólo debe 

limitarse la noción de consumidor a las personas físicas o si, en realidad, también se extiende 
a hs personas jurídicas. Tal cuestión ha sido debatida arduamente y las opiniones difieren al 

respecto. 

Consideramos que no cabe establecer distinciones en orden a la protección del 

adquirente por el hecho de que éste sea una persona jurídica o no. En principio, no se 
advierten motivos que hagan prevalecer un criterio protector sólo restringido a los 
consumidores cuando los mismos se:m personas físicas, ya que el régimen tuitivo se debería 
otorgar teniendo en cuenta la determinada posición que ocupa una de las partes en la 

contratación, y no en función de la calidad o identidad de la persona que asumirá ese rol48
. 

La mayoría de las leyes latinoamericanas sobre protección al consumidor incluyen 
dentro de la noción de consumidor tanto a las personas físicas como a las jurídicas e, incluso, 

algunas refieren también a la categoría de usuario. 

Véase la calificaclón brinda el art_ 13 del Convenio de Bmselas y el coment"uio de D.P FEfu"'.i.Á..NDEZ 1\RROYO, E! 
Umdn Europea, Madnd, Fundación Universidad-EmpreSR / C1vitas, 1998, pp. 100-101 

V0>~sr'- <'n este scnndo lvl. E Uza\ (nota 45), p. 243 
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4 __ A.hora bien, la discusión acerca de si la catc_sn.)ría de conswnidor debe quedar 

restringida solamente a las personas físicas o si, por el contrario, resulta susceptible de ampliarse 

a las personas jurídicas, podría quedar resuelta por lo que el proyecto brasildío dispone en el 
ati. 1.4 al setlalar que "si la ley aplicable in.dicada por esta Convención defu1iera en fonna más 

amplia o beneficiosa quién debe ser considerado consumidor o equiparar a otros agentes a 

consumidores, el juez competente puede tener en cuenta esta ampliación del campo de 
aplicación de la Convención, si fuera más favorable a los intereses del consumidor". La Pro f. 
Lima ~{arques ha set1alado que resulta necesaria la diferenciación de acuerdo a la realidad 

social, y citando a Eric .J ayme, expresa: "No Brasil, a úsao (de mnJumzdor) também é dzjerente. O 
direito brasi!eiro de proter!io ao consumidor dútitzgue entre e adultos. Abusivas sJo aspub!úidadeJ~ 
que li.WtJt oN abusam da pobreza das crianfi1S (art. 37, §2°, do CDC). Em um caso télebre, tratazwse de 
umapubliádade de choca!ateJ~ que animam as crian ras a arrombar um .mpermercado. A rearCio do direito 
brasi!eiro mio m u em pnlneiro plano a d{gnidade doJ pobres (IV ürde des Armen). A conaprao de tonJumidor 
(Verbraucherleitbtld) no Brasi!fichaba asim impregnada da necessidade material de setoreJ da sociedade, 
ergO respeito n!io podia ser e.rquecido, me.rmo Je a norao também usada de 'obJenYJdor menos atento' 
emmztra su migem f!O direito alemao ". 49 

Consideramos que la reglamentación tuitiva de los intereses del consumidor debe ser 

lo más clara posible. r:::n el ámbito latinoamericano debe tenerse presente que muchas pequdias 
y medianas empresas se constituyen como "consumidores"; as:i, con la calificación del Proyecto 
se dejaría libmdo a la facultad potestativa de los jueces 67 de acuerdo a lo prescripto por la ley 
que resultara aplicable) la inclusión de tales "personas" dentro del ámbito de protección de la 

Convención. En este sentido creemos que debería evaluarse la posibilidad de comprender en 
la calificación de consumidor tanto a las personas físicas corno a las jurídicas. 

B) EL PROYECTO DE URUGUAY (PTB) 

1. La calificación de consumidor abarca ttmto a las personas físicas como a las jurídicas 
que "adquieran o utilicen productos o ser-v1cios como destinatarios finales de una relación de 

consumo". A diferencia de la propuesta de Brasil que hace hincapié en la finalidad no 
profesional, la propuesta umguaya pone de relieve el "destino final". Por otra parte alude 
solamente a las relaciones de consumo, a las cuales define en el art. 3. Cabe señalar que en 

dicha norma no alude al "consumidor" sino al "usuario final"; la figura clc1 "usuario" no se 
califica, de manera que cabe presumir que se encuentra cmnprendída dentro de la noción 

amplia de "consumidor" a que alude el art. 1. 

2. En el segundo párrafo el Proyecto señala que se equipara a los consumidores a "las 
demás personas expuestas a las relaciones de consumo", ampliando de manera considerable 
la calificación de consumidor. 

'9 C LIJ\,IA lvL'\RQUES (notR 46), p 361, con citR de E JAl'1viE, ''Vis6es p~ra uma teOiiR pós--modGrnR no direito compRrado, 

R7~ vol 759, p 34, comentando a dec1sáo de Porro Akgre pubhc!!.d!!. en la RIJC, voL 1, pp 221 ss 
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3. Finalmente establece, de m}mcranegativa, a qillén no se debe considerar consumidor 

o usuario (aquí V11elve a introducir la figura del usuario). Vale decir, gue no se considerará 
consumidor o usuario "a aquella persona guc sin constituirse en destinatario final, adquiera, 
almacene o utilice productos o servicios con el fin de integrarlos a procesos de producción, 
transformación, comercialización o prestación a terceros". Esta norma reproduce de manera 
casi textual el art. 2 de la ley umguay{l 17.250 (párrafos 1 y 2) y resulta coincidente con lo 

prescripto en el art. 1 de la ley argentina 24.240. 

2. LA INCLlJSIÓN DE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN EL CONCEPTO DE 
CONSUMIDOR 

Las legislaciones intemas de protección y defensa de los consumidores de _Argentina, 

Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, México, Nicarat,Ylla, Panamá, Perú y Paraguay 
consideran que puede ser consumidor tanto una persona fisica como una jw:ídica. La nonnariva 
de El Salvador solamente alude a la "persona", mientras que la ley venezolana distingue: 
mientras el consumidor es la persona natural, el usuario puede ser una persona natural o 
juridica. En otros ordenamientos (como el de Québec, el consumidor es solamente la persona 
l:isica). 

Si bien es cierto que en la mayor parte de los casos el consumidor, como parte débil 
·y vuh1erable de la relación, será tma persona fisica, no debe perderse de vista también que las 
pequeilas y medümas empresas de la región pueden encontrarse en una situación de 
vulnerabilidad y por ende podrían ser considerados como sujetos necesitados de tutela. No 
resulta difícil encuadrar a la persona jurídica dentro de la categoría de proveedora de bienes y/ 
o servicios pero, por el contrario, genera una gran controversia a nivel doctrinario y 
jurisprudencialla inclusión de tales sujetos como consumidores. Claro está que las personas 
físicas poseen derechos fundamentales- muchas veces consagrados en las Constituciones­
que no se acuerdan alas personas jurídicas, pero estimamos que la calificación de consumidor 
no debe pasar por el tipo de persona, sino por la especial situación de vulnerabilidad en que 
la misma se encuentra en una determinada relación de consumo. 

En el PUvi se deja de lado la noción de ''destinatario final'' para calificar al consumidor 
stricto sensu y solanlCnte se utiliza tal término en el art. 1.2 (en la equiparación a consumidores). 
Así, la persona jurídica que adquiera U11 bien o un servicio y actúe con fmes que no pertenezcan 
al ámbito de su actividad profesional podría, quizás, quedar incluida en la calificación de 
consumidor. 

Deben' a evaluarse la posibilidad de incluir en el art.1.1 del Pl.Jvf a las personas jurídicas 
o, simplemente, referirse a las "personas". Si se colocase el tértJJ.ino "persona", esto también 
estaría en la misma línea del art. 1.4 del PL?vf que establece que "si la ley indicada como 
aplicable por esta Convención definiese de forma más amplia o beneftciosa quién debe ser 
considerado consumidor o equiparase a otros agentes como consumidores, el juez competente 
puede tener en cuenta esta extensión del campo de aplicación de la convención, si fuese más 
favorable a los intereses del consumidor." 
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3. LA NOCIÓN DE "DESTINO FINAL" 

Se observa que el art. 1 del PTB es casi idéntico al primer párrafo del art. 2 del Código 

brasildío de defensa del consumidor -CDC50
- (el art. 1 del PTB agrega solamente la frase "de 

nna relación de consumo", relación que a su vez califica en el art. 3 de su proyecto). Nótese que 

el PLM se aleja del Código brasileño, señahUldo como fuentes del primer párrafo del art. 1 
normativa europea. 

La idea de "destinatario fuul" que utiliza el CDC- y también el PTB- ha sido objeto 
de intensos debates en la doctrina brasilera . .Así, se ha dicho que destinatario final es aquel 
destinatario fáctico y económico de un bien o servicio, sea 1ma persona fisica o jurídica . .Ahora 

bien, según esta interpretación teleológica, no basta con ser destinatario fáctico del producto, 

sino que resulta necesario ser destinatario final econórn..ico del bien, vale decir, no adquirirlo 

para la reventa o para un uso profesional, ya que si así se lo hiciera el bien sería nuevamente 

nn instrumento de producción cuyo precio sería incluido en el precio final del profesional que 
lo adquü::ió51

. 

Los partidarios de la "interpretación finalista" restringen la noción del consumidor a 

aquel sujeto que adquiere (utiliza) un producto para uso propio o de su famiha. En otras 

palabras, el consumidor sería el no profesional. Esta línea considera que el art. 2 del CDC 

debe ser interpretado de acuerdo con el fin de la n01ma, es decir, pat.tir de la idea de protección 

de la parte más débil de la relación de consumo; así, puede reconocerse la \."'lllnerabilidad de 

una pcqueií.a empresa o de un profesional que adquirió, por ejemplo, tm producto fuera del 

ámbito de su especialidad 52. 

Para los sostenedores de la "interpretación maximalista", el art. 2 del CDC debe ser 

.interpretado de manera extensiva, de forma tal que las nonnas sean aplicadas a un número 

cada vez mayor de relaciones en el mercado. Oaro está que cst.a posición parte de la idea de que 

el CDC es un reglamento del mercado de consumo brasileño, un código general para el 
consumo que instituye no11nas y principios para todos los agentes del mercado y no normas 

01i.cntadas para proteger únicamente al consumidor no profesional. De acuerdo a esta postura, 

la calificación del art.. 2 es puramente objetiva y no adquiere relevancia que la persona física o 

jurídica que adquiere un producto o utiliza un servicio tenga o no fin de lucro. En esta línea, 

el destinatario final seria el destinatario fáctico del producto. 

Tal como lo han advertido algunos autores brasileros, la bipolarización de opiniones 

entre la tesis finalista y la maximalistaha generado la necesidad de que se reflexione más sobre 

esta temática53
• 

Nf.atenaú, Siio Paulo,Revista dos Tnbuna.is, pp. 71--72 
W.:J.seC LUvfAMAR.QUES/ ABEN}fu\1ÍN /B MIR..fi.GEM(noi.:J.51),p 72 
Vé~seC LIM;\Mt\RQUES /A. BENJAMÍN /B MIRAGEM (nota 51), p. 72 
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Se ha propuesto también una "interpretación de la nonna del art. 2 del CDC de 
acuerdo a la función social del contrato". En el supuesto de ]as relaciones de consumo en 
general (deber de sc,b:ruridad), el desequilibrio entre los consumidores-legos y los proveedores­
expertos se encuentra en el déficit infOrmativo que tienen los constmUdores sobre el producto, 

el servicio, sus riesgos y sus características. En el caso de los contratos, el problema es el fuerte 
desequilibrio de fuerzas de las partes contratantes. Es precisamente ese desequilibrio fáctico 
de poder en las relaciones de consumo el justificativo para un tratamiento desequilibrado y 
desigual de los ca-contratantes, protegiendo el derecho de aquellos que se encuentran en una 
posición más débil, más vuh1erable, aquellos que presentan una desigualdad fáctica y jurídica. 

Lo que dcbet~a lograrse es un equilibrio compensando la "debilidad" del consumidor 
con nonnas protectoras'A_ 

4. CUESTIONES DE REDACCIÓN DEL ART. 1 

En v-irtud de lo expuesto, consideram.os: 

1. El art. 1.1 del magnifico PLl\J constituye una base adecuada para b calificación del 
constunidor en el ámbito intenunericano. Deberiaevaluarse la posibilidad de que la calificación 
de consumidor del art. 1.1 del PI2vf incluyera a la "persona jur:ídica"05, habida cuenta de que 
en muchos países de América Latina existen una gran cantidad de pequeñas y medianas 
empresas que, en gran medida, actúan como consumidores. Otra alternativa podría ser sacar 
el adjetivo física, de rnancra que se considere consumidor a la "persona", pudiendo de esta 
forma incluir en tal concepto tanto a las pet·sotus físicas como a las jurídicas. 

2. Resulta adecuada la inclusión del art. 1.2 en el PLT\t La redacción dada al 2d.o, 
pán·afo del art. 1 del PTB en cuanto establece "equipáranse a consumidores las demás personas 
expuestas a la relación de consumo" tal vez pueda resultar demasiada amplia. 

3. Con relación a la calificación de consumidores en supuestos de contratos de viaje y 
de propiedad múltiple (art. 1.3 PL:\1), la norma proyectada resulta satisfactoria, siempre y 
cuando se incluya también aquí a la persona jurídica y no se restrinja el concepto a la persona 
física. 

4. Resulta posiüva la inclusión del art. 1.4 del PLI'vf, ya que esta nonna pcmlite al juez 
tener en cuenta la "realidad social'' y considerar como conswn1dores a otros sujetos necesitados 
de tutela por encontrarse en una situación de debilidad. 

Vé~se C LIM/I.lvfARQUES /A BENJluV!ÍN / B MIRli.GEM (nota51),pp. 73-74 
Véase en d nusmo SC'nl:ldo la opm.ión dd Prof ~rgentino R LORENZETfi, Comen7o rádn51fico, Buenos I\irrs, Abeledo-Perrot, 
2001, p. 234 y del brnstlero P MALI-IEIROS DA CUNHA FROT:.C\, '~\ pessoa. ¡urídir.:t como consumidora", en http:/ / 
W\VWaba advbr/index.php:Oactioa::--vemt-igos&."!diHtigo"-52, 0sprciillmente pto 3· A pessOft jurídica como consumidora nil 
dourrin~ e junspmdencia pátriQs, pp 25--29 
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En el ámbito intenuncr:icano creemos que resulta posible avanzar hacia una calificación 

amplia de consumidor y que, por tal motivo, debería analizarse cuidadosamente la posibilidad 

de incluir en tal concepto tanto a las personas fisicas como a las Jurídicas. El criterio de la no 

profesionalidad es aceptado en varias normativas y despeja las dudas interpretativas que ha 
acarreado la noción de destino final a la que apunta el PTB. Sin embargo, tal como lo han 
seiialado algunos autores, ''la exigencia de no profesionalidad para considerar al contratante 
como conswnidor es clanunente insatisfactoria ( .. ) pues deja sin protección al pequeüo 
comerciante que contrata con la gran empresa.''5r, 

junio de 2006 

J. CARR..ASCOSAGONZÁI,EZ, "ConiHI'os inl<:rmtcion2le~ II· ~lgunos conrrMos", en /\ -L CQ]vo Caravaca /J. C1rr1scosa 
González (dirs ), D=chomtemarwnalpmx,do, vol ll, 5"ed, Gr~wtda, Com:nes, 2004, p. 574 




